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En estas circunstancias, el recurso no debe tramitarse ya que no cumplió con los requisitos señalados 
por la Ley 135 de 1943 y, en atención al artículo 50, no se dará curso a la demanda que carezca de 
algunas de las formalidades establecidas”. 

 Aunado a lo anterior, el recurrente tampoco solicitó a esta Superioridad que requiriera a la autoridad 
demandada el original o copia autenticada de precitado acto. Omisión esta que hace inadmisible la demanda al 
no satisfacer lo preceptuado en el artículo 46 de la misma excerta legal, el cual expresa: 

“Artículo 46. Cuando el acto no ha sido publicado, o se deniega la expedición de la copia o la 
certificación sobre publicación, se expresará así en la demanda, con indicación de la oficina donde se 
encuentre el original, o del periódico en que se hubiere publicado, a fin de que se solicite por el 
sustanciador antes de admitir la demanda”.  

 Ante el incumplimiento del requisito ante expuesto, y de conformidad con el artículo 50 de la Ley 135 
de 1943, quien suscribe procederá a denegar la presente demanda.  

PARTE RESOLUTIVA 
Por lo antes expuesto, el Magistrado Sustanciador, en representación de la Sala Tercera de la Corte 

Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NO ADMITE el 
recurso de ilegalidad presentado por la Licda. Danabel de Recarey, actuando en representación de la Autoridad 
del Canal de Panamá, para que se declarara nulo, por ilegal, el Laudo Arbitral de 11 de abril de 2013, dictado 
dentro del caso 079-10 ARB. 

Notifíquese, 
 
EFRÉN CECILIO TELLO CUBILLA 
KATIA ROSAS (Secretaria) 

 
ADVERTENCIA DE ILEGALIDAD PRESENTADA POR EL LIC. PUBLIO RICARDO CORTÉS, EN 
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE CARLINDO MONTACARGAS, S. A., CONTRA EL ARTÍCULO 
45 DEL ACUERDO N  13 DE 2011 (G.O. 26831-A DE 19 DE JULIO DE 2011, TAL COMO FUE 
REFORMADO POR EL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO N  02-2012 (G.O. 26964 DE 2 FEBRERO DE 
2012), AMBOS EMITIDOS POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO TRIBUTARIO.  PONENTE:  
EFREN C. TELLO C.  PANAMA, TRECE (13) DE JUNIO DE DOS MIL TRECE (2013). 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá 
Sala: Tercera de lo Contencioso Administrativo 
Ponente: Efrén Cecilio Tello Cubilla 
Fecha: jueves, 13 de junio de 2013 
Materia: Acción contenciosa administrativa 
 Advertencia o consulta de ilegalidad 
Expediente: 349-13 

VISTOS: 

El Lic. Publio Ricardo Cortés C., en representación de Carlindo Montacargas, S.A., ha promovido una  
advertencia de ilegalidad contra el artículo 45 del Acuerdo N° 13 de 2011 (G.O. 26831-A de 19 de julio de 2011, 
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tal como fue reformado por el artículo 2 del Acuerdo N° 02-2012 (G.O. 26964 de 2 febrero de 2012), ambos 
emitidos por el Tribunal Administrativo Tributario. 

El suscrito Sustanciador procede inmediatamente a revisar el escrito contentivo de la advertencia de 
ilegalidad a fin de determinar si cumple con los requisitos establecidos por el ordenamiento procesal patrio y la 
jurisprudencia emitida al respecto.  

Sobre este particular, resulta procedente transcribir las normas que definen y establecen la 
procedencia de la advertencia de ilegalidad, nos referimos a los artículo 73 y 201 al numeral 9 de la Ley 38 de 
31 de julio de 2000, veamos: 

“Artículo 201. Los siguientes términos utilizados en esta Ley y sus reglamentos, deben ser 
entendidos conforme a este glosario: 

1... 

9.Advertencia de ilegalidad. Observación que formula una de las partes a la autoridad que 
conoce de un proceso administrativo, sobre supuestos vicios de ilegalidad que le atribuye a un acto 
administrativo que debe ser aplicado para resolver ese proceso. 

10... (Lo resaltado es del Sustanciador) 

“Artículo 73. … 

De igual manera, cuando la autoridad advierta o alguna de las partes le advierta que la 
norma o normas reglamentarias o el acto administrativo que debería aplicar para resolver el proceso, 
tiene vicios de ilegalidad, dentro de los dos días siguientes, someterá la consulta respectiva ante la 
Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, salvo que la disposición legal o acto haya sido objeto de 
pronunciamiento de esta Sala. 

En uno y otro supuesto, la autoridad seguirá tramitando el proceso hasta colocarlo en 
estado de decisión, pero sólo proferirá ésta una vez el Pleno de la Corte Suprema de Justicia o la Sala 
Tercera, se hayan pronunciado sobre la consulta respectiva.  

En la vía gubernativa únicamente podrán los interesados formular, por instancia, una sola 
advertencia o consulta de inconstitucionalidad  o de ilegalidad del acto o ambas”. (Lo resaltado es del 
Suscrito) 

De lo anterior, se puede deducir que no cualquier norma reglamentaria o acto administrativo pueden 
ser advertidos de ilegalidad, sino sólo aquellos que a la hora de su aplicación resuelven el fondo de la causa. De 
manera que como requisito indispensable para admitirse este tipo de incidencia, se requiere que las normas o 
acto advertido sean de aquellos cuya aplicación en el proceso decidiría el fondo de la causa. 

En ese sentido, se observa que la norma reglamentaria advertida por el Lic. Publio Ricardo Cortés no 
se aplicaría para resolver el fondo del recurso de apelación (que viene a ser el fondo de la causa administrativa), 
sino que se trata de un precepto que reglamenta el trámite del recurso de apelación ante el Tribunal 
Administrativo Tributario. Para mejor sustento del criterio planteado, se procede a transcribir la disposición 
advertida de ilegalidad, cual es el artículo 45 del Acuerdo N° 13 de 2011, reformado por el artículo 2 del Acuerdo 
02-2012, veamos: 
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“Artículo 45. RESOLUCIÓN QUE ORDENA ADMISIÓN. La resolución que ordene la 
admisión del recurso de apelación se notificará personalmente al apoderado del contribuyente y al 
Director General de Ingresos, atendiendo a que se trata de una resolución que da inicio a la instancia, 
según lo dispone el procedimiento fiscal ordinario. 

Dentro del plazo de cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de la resolución que 
admita el recurso de apelación, el Director General de Ingresos, por intermedio de apoderado especial, 
podrá presentar ante el Tribunal escrito de oposición al recurso”. 

 Queda claro entonces que la disposición advertida de ilegalidad contiene aspectos de procedimiento 
del recurso de apelación, más no viene a constituir una norma que va a decidir el fondo del proceso.  

Y es que la improcedencia de las advertencias contra normas de contenido procesal o más bien de 
trámite, cobra sentido lógico jurídico, por el hecho que si en el curso de un proceso, se advierte de ilegal una 
norma reglamentaria de contenido procedimental, conllevaría a su paralización, resultando contrario a lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 73 de la Ley 38 de 2000, que señala que la autoridad debe 
continuar con el trámite respectivo hasta colocar el expediente en estado de decidir el fondo.    

 Como quiera entonces, que la norma advertida de ilegalidad no será aplicada para decidir el fondo del 
proceso, el Suscrito Sustanciador procederá a no admitir la misma.            

PARTE RESOLUTIVA 
Por tanto, el Suscrito Sustanciador de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NO ADMITE la advertencia de ilegalidad promovida 
por el Lic. Publio Ricardo Cortés, en representación de Carlindo Montacargas, S.A., contra el artículo 45 del 
Acuerdo N° 13 de 2011 (G.O. 26831-A de 19 de julio de 2011, tal como fue reformado por el artículo 2 del 
Acuerdo N° 02-2012 (G.O. 26964 de 2 febrero de 2012), ambos emitidos por el Tribunal Administrativo 
Tributario. 

Notifíquese y archívese. 
EFRÉN CECILIO TELLO CUBILLA 
KATIA ROSAS (Secretaria) 

 
Impedimento 

DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE PLENA JURISDICCIÓN INTERPUESTA POR EL 
LICDO. JOSÉ MANUEL SEVILLANO, EN REPRESENTACIÓN DE OGDEN AVIATION SERVICES 
(PANAMA), CORP., PARA QUE SE DECLARE NULO, POR ILEGAL, EL CONTRATO CELEBRADO 
ENTRE EL AEROPUERTO INTERNACIONAL DE TOCUMEN, S. A. Y EL CONSORCIO ASIG 
PANAMÁ PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS AERONÁUTICOS A TÍTULO ONEROSO DE 
EXPLOTACIÓN COMERCIAL DEL NEGOCIO DE SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE Y LUBRICANTE 
DE AVIACIÓN EN EL AEROPUERTO INTERNACIONAL DE TOCUMEN.  PONENTE:  VICTOR L. 
BENAVIDES P.  PANAMA, DIECIOCHO (18) DE JUNIO DE DOS MIL TRECE (2013). 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá 
Sala: Tercera de lo Contencioso Administrativo 
Ponente: Victor L. Benavides P. 


